
 

 

 
 
 

ACTA Nº 14.728 
SESIÓN DEL MIÉRCOLES 26 DE MARZO DE 2020 

  
En Montevideo, a los veintiséis días del mes de marzo de dos mil 
veinte, a las diecisiete y treinta horas, en el despacho de la 
Presidencia, se reúne el Directorio del Banco Hipotecario del 
Uruguay, con la presencia de la señora Presidente Cra. Ana 
María Salveraglio y los señores Vicepresidente Dr. Darío Burstin 
y Director Dr. Gustavo Cersósimo. 
  
Actúa en Secretaría la señora Gerente de División de Secretaría 
General Beatriz Estévez. 
  
Están presentes los señores Gerente General Ec. Álvaro Carella y 
Asesor Letrado Dr. Héctor Dotta. 
  
A continuación, se tratan los siguientes asuntos:  

 
Nº 0309 

  
DIRECTORIO - APROBACIÓN DE ACTA - Se da lectura al 
acta número catorce mil setecientos veinticuatro, correspondiente 
a la sesión celebrada el día cuatro de marzo de dos mil veinte, la 
que se aprueba. 
  

Nº 0310  
  

Expediente Nº 2020-52-1-02572 - GERENCIA GENERAL -
ENCARGATURA DE LA GERENCIA DE LA 
DIVISIÓN APOYO LOGÍSTICO - Se encomienda al Cr. Pablo 
Vargha. 
VISTO: La resolución de Directorio N° 0270/19, adoptada el 2 
de mayo de 2019, por la cual se dispuso asignar la encargatura de 
la División Apoyo Logístico al Cr. Humberto Barrella. 
CONSIDERANDO: I) Que en el correr del mes de marzo el 
citado funcionario se tomará licencia previo a su retiro de la 
Institución por causal jubilatoria. 
II) Que como consecuencia de ello la Gerencia de la División 
Apoyo Logístico quedará acéfala. 
III) Que la División referida se encuentra en un proceso de 
transición, en el marco del proceso de rediseño organizacional 



 

 

del Banco, encontrándose actualmente en dependencia jerárquica 
directa de la Gerencia General. 
IV) Que, en función de la importancia de sus cometidos, en 
particular la supervisión de las compras y contrataciones de la 
Institución, la Gerencia General estima pertinente asignar su 
gerenciamiento a un funcionario con la experiencia y 
conocimientos adecuados para su desempeño, hasta tanto se 
culmine el proceso de rediseño organizacional que involucra a la 
citada División. 
V) Que, en virtud del análisis de antecedentes, la Gerencia 
General propone al Gerente de División Cr. Pablo Vargha para 
asumir la tarea señalada. 
SE RESUELVE: Disponer la encargatura de la División Apoyo 
Logístico al Gerente de División Cr. Pablo Vargha, manteniendo 
sus funciones como Gerente de la División Planificación 
Estratégica. 
  

Nº 0311 
  

Expediente Nº 2020-52-1-02543 - GERENCIA GENERAL -
QUATROMANOS -  CONTRATACIÓN DEL SERVICIO 
PARA LA CEREMONIA DE CAMBIO DE MANDO DE LAS 
AUTORIDADES DEL DIRECTORIO – Se autoriza la 
contratación por un monto de $ 30.000. 
VISTO: Que en breve se realizará la ceremonia de cambio de 
mando de las autoridades del Directorio del Banco Hipotecario 
del Uruguay. 
CONSIDERANDO: I) Que la Gerencia General solicitó a la 
empresa Quatromanos una propuesta de servicios a brindar para 
dicha ceremonia, así como el presupuesto correspondiente; 
sugiriendo al Directorio su contratación.  
II) Que el Departamento Presupuesto informa que existe 
disponibilidad suficiente para el gasto. 
SE RESUELVE: Contratar a la empresa Quatromanos (Abefir 
SA) para la realización del servicio solicitado, con las 
especificaciones enunciadas en el presupuesto presentado, por un 
costo de $ 30.000 más impuestos. 
  

Nº 0312 
  

Expediente Nº 2020-52-1-02563 - DIVISIÓN BANCA 
PERSONA - EXONERACIÓN DEL COSTO DE 
TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS, LETRAS DE 



 

 

CAMBIO Y CHEQUES CERTIFICADOS - Se aprueba 
exoneración de costos propuesta. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Banca Persona de fecha 23 de marzo del 
corriente, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La resolución de Directorio Nº 0297/20, de fecha 18 de 
marzo de 2020, ante la situación de emergencia nacional por 
COVID-19, por la cual se implementaron, entre otras medidas, la 
atención de clientes a distancia y la disminución del uso de 
moneda física. 
CONSIDERANDO: I) Que de las medidas adoptadas surge la 
utilización de transferencias electrónicas, letras de cambio o 
cheques certificados como medio de pago a los clientes, sin que 
estos puedan optar por recibir moneda física. 
II) Que las transferencias, letras de cambio y cheques certificados 
tiene un costo para el cliente de UI 75, según lo establecido en el 
Manual de Productos de Ahorro, Prestamos y servicios 
(MN.GEC.01). 
RESUELVE: Exonerar el costo de transferencias electrónicas, 
letras de cambio y cheques certificados, que se emitan a partir de 
una operación realizada en el marco de la emergencia sanitaria". 
  

Nº 0313 
  

Expediente Nº 2020-52-1-01138 - DIVISIÓN APOYO 
LOGÍSTICO – CAPACITACIÓN EN MATERIA DE 
SEGURIDAD DE LA INFORMACIÓN - CONTRATACIÓN 
DE 400 SUSCRIPCIONES  DE "KNOWBE4 SECURITY 
AWARENESS TRAINING" – Se autoriza la contratación por un 
monto de US$ 6.591 por el período de un año. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Apoyo Logístico con fecha 18 de marzo del 
corriente, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La política corporativa en materia de seguridad de la 
información. 
CONSIDERANDO: I) Que el Departamento Riesgos No 
Financieros, en fecha 19 de febrero de 2019, señala que “la 
actuación de las personas es de vital importancia para reducir los 
riesgos de seguridad de la información a los que se expone el 
Banco”. Y agrega que “para que este tipo de capacitación sea 
efectiva es necesario también hacer pruebas periódicas que 
evalúen el conocimiento de las personas”. 
II) Que informa que desde hace unos años se cuenta con una 
plataforma de capacitación on line, que incluye módulos de 



 

 

capacitación en múltiples temáticas, además de una herramienta 
de simulación de ataques que permite medir la reacción de los 
funcionarios ante la recepción de correos electrónicos engañosos. 
III) Que agrega que la plataforma utilizada hasta el momento ha 
cumplido las expectativas y ha sido utilizada satisfactoriamente 
por parte de los funcionarios. 
IV) Que, a solicitud del Banco, la empresa KnowBe4 (Estados 
Unidos de América), con fecha 13 de los corrientes, presenta 
oferta por 400 suscripciones del “KnowBe4 Security Awareness 
Training”, por un costo total, por un año, de US$ 5.800 (cinco 
mil ochocientos dólares estadounidenses). 
V) Que el referido sector, con el aval del Área Riesgos, establece 
“que no existen proveedores locales de este tipo de servicios” y 
solicita la contratación del servicio a KnowBe4. 
VI) Que el servicio de que se trata es fundamental para atender el 
área de negocio, que se encuentra en régimen de competencia, 
por lo que habrá de contratarse directamente y no será necesaria 
la inscripción en el Registro Único de Proveedores del Estado. 
VII) Que es criterio del Directorio incorporar al cargo del costo 
de la compra aquellos importes que no puedan retenerse al 
vendedor por Impuesto a la Renta de No Residentes (IRNR), 
como es en el presente caso. 
VIII) Que se cuenta con dotación presupuestal. 
ATENTO: A lo establecido en el numeral 22, del literal C, del 
artículo 33 del TOCAF y en la resolución de la Agencia de 
Compras y Contrataciones del Estado (ACCE) de fecha 9 de julio 
de 2014. 
RESUELVE: 1.- Contratar directamente a KnowBe4 (Estados 
Unidos de América) por el suministro de 400 suscripciones del 
“KnowBe4 Security Awareness Training”, por US$ 6.591 (seis 
mil quinientos noventa y un dólares estadounidenses), por el 
plazo de un año. 
2.- Remitir a la intervención preventiva del contador delegado 
del Tribunal de Cuentas". 
  

Nº 0314 
  

Expediente Nº 2018-52-1-02415 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - DICTAMEN CONSULTIVO 
DR. SANTIAGO PEREIRA CAMPOS - Se aprueba la 
contratación del Dr. Santiago Pereira Campos. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 17 de 
marzo del corriente, que a continuación se transcribe: 



 

 

"VISTO: La necesidad de contar con un informe jurídico 
procesal especializado, en orden de analizar la admisibilidad 
como hecho nuevo de la incorporación por parte de la Agencia 
Nacional de Vivienda, de todos los desistimientos y/o renuncias a 
reclamos y procesos vinculados con los vicios constructivos en 
unidades individuales y en bienes comunes en el Complejo 
Euskal Erría CH70 que se habrían concretado entre dicha 
institución y múltiples promitentes compradores, a los efectos de 
su presentación en el expediente caratulado: “AA y otros c/BHU 
y Otros (Daños y Perjuicios en IUE XX) ”Liquidación de 
Sentencia”, IUE XX seguido ante el Juzgado Letrado de 1era 
Instancia en lo Civil de 6° Turno. 
RESULTANDO: I) Que la sede actuante, previo a resolver sobre 
su admisibilidad, otorgó un plazo de 20 días al BHU para 
analizar su contenido y expresarse sobre su vinculación y 
pertinencia al proceso liquidatario. 
II) Que conviene al claro interés del Banco contar con un informe 
jurídico procesal especializado sobre el punto. 
III) Que, en tal sentido, la División Servicios Jurídicos y 
Notariales en informe del día 17 de marzo de 2020 considera que 
la consulta debería ser solicitada al Dr. Santiago Pereira Campos, 
de acuerdo a la propuesta que realiza, cuya notoria competencia 
en la materia resulta probada por su trayectoria profesional y 
académica, así como por su vasta experiencia, extremos que 
resultan de pública notoriedad en los ámbitos académicos, 
universitarios, doctrinarios, jurisprudenciales y profesionales. 
CONSIDERANDO: I) Que el artículo 47 de la Ley Nº 18.719, de 
27 de diciembre de 2010, en la redacción dada por el 3º de la Ley 
Nº 19.149, de fecha 24 de octubre de 2013, dispone que los 
contratos de arrendamiento de obra que celebren los entes 
autónomos industriales y comerciales con personas físicas, 
deberán contar con informe previo y favorable de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. 
II) Que el precio del contrato a suscribir es de US$ 12.000 más 
IVA y de acuerdo a lo que informa el Departamento Presupuesto 
existe crédito legal específico con el cual se atenderá la erogación 
resultante de esta contratación. 
RESUELVE: Contratar al Dr. Santiago Pereira Campos para 
elaborar un informe jurídico procesal especializado por un monto 
de US$ 12.000 (doce mil dólares estadounidenses) más IVA, en 
los términos de su propuesta". 
  



 

 

Nº 0315 
  

Expediente Nº 2020-52-1-01738 - DIVISIÓN CAPITAL 
HUMANO - CÁMARA DE REPRESENTANTES - 
SOLICITUD DE PASE EN COMISIÓN DEL FUNCIONARIO 
SR. JOSÉ ALBERTI VIÑA – Se autoriza el pase en comisión. 
VISTO: La nota presentada por la Cámara de Representantes, 
con fecha 20 de febrero de 2020, mediante la cual el 
señor Representante Juan Martín Rodríguez solicita el pase en 
comisión del funcionario Sr. José Alberti Viña, para cumplir 
funciones en su secretaría durante el período comprendido entre 
el 15 de febrero de 2020 y el 14 de febrero de 2025. 
CONSIDERANDO: I) Que el Departamento Administración de 
Recursos Humanos, en actuación de fecha 10 del mes en curso, 
informa que el funcionario ocupa el cargo de Administrativo I, 
perteneciente al Escalafón Administrativo, indicando, además, 
que su ingreso a la función pública data del 12 de enero de 1990, 
habiendo sido incorporado por el Banco a partir del 1° de enero 
de 1998.  
II) Que de acuerdo a lo establecido por el artículo 23 de la Ley 
N° 18.172 (artículo 590 del TOFUP), el pase en comisión de 
funcionarios para desempeñar tareas a la orden de legisladores 
nacionales tiene carácter preceptivo. 
SE RESUELVE: Autorizar el pase en comisión del funcionario 
Sr. José Alberti Viña. 
   

Nº 0316 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01229 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 
COMPRADORA DEL PADRÓN XX, BLOCK 
XX, UNIDAD XX DEL DEPARTAMENTO 
DE MONTEVIDEO - PETICIÓN FORMULADA AL 
AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA CONSTITUCIÓN DE 
LA REPÚBLICA - Se desestima la petición y se adoptan otras 
medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 
de febrero de del corriente, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 



 

 

unidades reajustables en virtud de la promesa de compraventa 
relativa al padrón XX, block XX, unidad XX del departamento 
de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 
equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 



 

 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 



 

 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 
a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0317 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01197 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO CLASE XX, SERIE XX, 
NÚMERO XX, PADRÓN XX, BLOCK XX, UNIDAD XX DEL 
DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular.  
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 21 de 
febrero del corriente, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 



 

 

RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la hipoteca clase XX, serie 
XX, número XX, padrón XX, block XX, unidad XX del 
departamento de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 
ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 



 

 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 



 

 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 
los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0318 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01235 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 
COMPRADORA DEL PADRÓN XX, BLOCK 
XX, UNIDAD XX DEL DEPARTAMENTO 
DE MONTEVIDEO - PETICIÓN FORMULADA AL 
AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA CONSTITUCIÓN DE 
LA REPÚBLICA - Se desestima la petición y se adoptan otras 
medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 
de febrero de del corriente, que a continuación se transcribe: 



 

 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la promesa de compraventa 
relativa al padrón XX, block XX, unidad XX del departamento 
de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 
equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 



 

 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 



 

 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 
a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0319 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01234 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES  - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX, LOCALIDAD 
CIUDAD DE LA COSTA, DEPARTAMENTO 
DE CANELONES - PETICIÓN FORMULADA AL AMPARO 
DEL ARTÍCULO 30 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
REPÚBLICA - Se desestima la petición y se adoptan otras 
medidas sobre el particular.  



 

 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero del corriente, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la hipoteca relativa al 
padrón XX de la localidad Ciudad de la Costa del departamento 
de Canelones. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 
ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 



 

 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 



 

 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 
los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0320 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01233 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO DEL PADRÓN XX, UNIDAD 
XX DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 



 

 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 19 de 
febrero del corriente, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por el Sr. AA.  
RESULTANDO: I) Que con fecha 27 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU el Sr. AA quien manifiesta 
ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la hipoteca relativa al padrón 
XX del departamento de Salto. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 
equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 



 

 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 



 

 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 
a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por el Sr. AA. 
2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 
su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 
0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0321 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01240 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX, 
UNIDAD XX DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - 
PETICIÓN FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 
DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima 
la petición y se adoptan otras medidas sobre el particular.  



 

 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero del corriente, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la hipoteca relativa al padrón 
XX, unidad XX del departamento de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 
ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 



 

 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 



 

 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 
los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0322 
  

Expediente Nº 2018-52-1-02716 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 
COMPRADORA DEL PADRÓN XX, UNIDAD XX DEL 
DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 



 

 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 
de febrero de del corriente, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la promesa de compraventa 
relativa al padrón XX, unidad AA del departamento de 
Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 
equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 



 

 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 



 

 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 
a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  
 
  
La resolución número 0323/20 no se publica por ser de carácter 
“reservado”, según lo dispuesto por el artículo 9º de la Ley Nº 
18.381 y lo dispuesto por RD Nº 0181/14 de fecha 12 de junio de 
2014. 
 

 


